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confunde compatibilidad con concurrencia, cuando no
se discutía la primera, sino la influencia de la segunda
en la revalorización.

4. De todo lo expuesto se deduce que concurren
las premisas para estimar vulnerado el derecho de igual­
dad en la aplicación de la ley por cuanto se está ante
términos de comparación adecuados, las Sentencias pro­
ceden del mismo órgano jurisdiccional y ha habido un
cambio de criterio inmotivado. Los términos de com­
paración son adecuados porque se tratan de supuestos
sustancialmente idénticos, según se ha puesto de mani­
fiesto al examinar el objeto del análisis jurídico de las
distintas resoluciones judiciales y al detallar el contenido
del debate con repercusión en el fallo. Por otro lado,
el mismo organo judicial, ante el mismo tema litigioso,
ha llegado a conclusiones opuestas y contradictorias,
sin que explícita o implícitamente detalle las razones
para esta diversidad de trato. Por tales razones, el amparo
debe ser estimado, anulándose la Sentencia impugnada
y retrotrayéndose las actuaciones al momento anterior
a dictar Sentencia para que el Tribunal Supremo de
Madrid dicte otra con criterio igual al de sus Sentencias
anteriores o, en su caso, motive suficientemente la dife­
renciación de trato y de criterio, de tal manera que pueda
afirmarse que marca una solución de validez general
para todos los casos iguales, lejos de todo voluntarismo
selectivo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Estimar el recurso de amparo formulado por el Ins­
tituto Nacional de la Seguridad Social y, en su virtud:

1.° Reconocer el derecho del recurrente a la igual­
dad en la aplicación de la Ley.

2.° Declarar nula la Sentencia de la Sala de lo Social
del Tribunal Superior de Justicia de Madrid de 20 de
marzo de 1990, recaída en el recurso de suplica­
ción 1.847/88.

3.° Retrotraer las actuaciones al momento anterior
a dictar Sentencia para que por el órgano judicial se
dicte otra respetuosa con el derecho fundamental del
recurrente.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veintinueve de marzo de mil nove­
cientos noventa y tres.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González-Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villa­
lón.-Firmado y rubricado.

11336 Sala Primera. Sentencia 115/1993, de 29 de
marzo. Recurso de amparo 1.386/1990. Con­
tra Sentencia de la Sala de lo Social del Tri­
bunal Superior de Justicia de Madrid, en recur­
so de suplicación frente a la dictada por la
Magistratura de Trabajo núm. 14 de Madrid,
en autos sobre despido, Vulneración del dere­
cho a la tutela judicial efectiva: derecho a los
recursos.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Pre-

sidente; don Fernando García-Mon y González-Regueral.
don Carlos de la Vega Benayas, don Vicente Gimeno
Sendra, don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz Villa Ión, Magistrados, ha pronunciado.

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.386/90, interpuesto
por la Procuradora de los Tribunales doña Elisa Hurtado
Pérez, en nombre y representación de don Fernando
Magariños Munar, asistido de la Letrada doña Emilia
Fernández Pacheco Seijas, contra la Sentencia de 26
de marzo de 1990 de la Sala de lo Social del Tribunal
Superior de Justicia de Madrid, dictada en el recurso
de suplicación núm. 17.208/89. Han comparecido el
Ministerio Fiscal y la entidad «La Papelera Española.
Sociedad Anónima», representada por el Procurador de
los Tribunales don Eduardo Morales Price, asistida por
el Letrado don José María Ortuzar Ortega. y ha sido
Ponente don Vicente Gimeno Sendra, quien expresa el
parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito que tuvo entrada en este Tribunal el
día 1 de junio de 1990, la Procuradora de los Tribunales
doña Elisa Hurtado Pérez. en nombre y representación
de don Fernando Magariños Munar. interpuso recurso
de amparo contra la Sentencia. de fecha 26 de marzo
de 1990. de la Sala de lo Social del Tribunal Superior
de Justicia de Madrid.

2. Los hechos en que se basa la demanda de ampa­
ro son, en síntesis, los siguientes:

A) El 20 de mayo de 1987 la Magistratura de Tra­
bajo núm. 14 de las de Madrid dictó Sentencia en los
autos núm. 1.560/84, seguidos a instancia de don Fer­
nando Magariños Munar, contra «La Papelera Española.
Sociedad Anónima», sobre reincorporación del deman­
dante al puesto de trabajo que ocupaba en la empresa
demandada con anterioridad a la situación de exceden­
cia que venía disfrutando, y con estimación de la deman­
da condenó a la empresa demandada a readmitir al actor
en el mismo puesto de trabajo. Una vez firme la citada
Sentencia el citado actor inició conversaciones con la
empresa demandada para su reincorporación hasta el
día 5 de junio de 1987 en que se consideró objeto de
un despido por habérsele manifestado que no sería
readmitido.

B) . Interpuso a continuación demanda por el con­
cepto de despido, cuyo conocimiento correspondió a
la Magistratura de Trabajo núm. 17 de Madrid, que en
Sentencia de 21 de septiembre de 1987 apreció la
excepción de litispendencia sin entrar en el fondo del
asunto.

C) Mediante escrito presentado en el Juzgado de
Instrucción de Guardia el día 13 de octubre de 1987,
don Fernando Magariños Munar preparó recurso de
casación contra esta última Sentencia. Al día siguien­
te, 14 de octubre, el Secretario de la Magistratura de
Trabajo extendió diligencia haciendo constar la entrada
en el órgano jurisdiccional del escrito presentado el día
antelior en el Juzgado de Guardia. sin que constase
que hubiera tenido lugar la comparecencia prevista en
el art. 22 de la Ley de Procedimiento Laboral. En ese
mismo día la Magistratura dicta providencia en la que
acuerda no tener por preparado el recurso de casación
por no haber sido efectuada dicha comparecencia.
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Recurrida en reposición la providencia mencionada. fue
estimado el recurso y se tuvo por preparado el recurso
emplazándose a las partes para comparecer ante el Tri­
bunal Supremo. quien remitió las actuaciones al Tribúnal
Central de Trabajo conforme a lo dispuesto en la Ley
7/1989. de Bases del Procedimiento Laboral (art. 2.
núm. 4. regla primera. letra cl. párrafo 4.°. de 12 de
abril de 1989. y más tarde paso a conocer del recurso
la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia
de Madrid. tras la supresión del Tribunal Central de
TrabaJo. en virtud de lo establecido en el arto 38 de
la Ley 38/1988. de DemarcacIón y Planta JudiciaL

Dl Este último Tribunal dicta Sentencia el 26 de
marzo de 1990 que resuelve la inadmisión del recurso
interpuesto por el hoy demandante de amparo. por
haberse presentado fuera de plazo.

3. Con base en los amenores hechos. la demanda
formalizada solicita se dicte Sentencia por la que se
declare la nulidad de la resolución impugnada y se res-

. tablezca en su derecho a la tutela judicial efectiva a
don Fernando Magariños Munar. retrotrayendo las actua­
ciones procesales al momento inmediatamente antenor
a aquél en que se dictó la Sentencia citada.

Alega el solicitante de amparo la STC 69/1990. en
orden al sentido que debe darse desde los postulados
de la tutela judicial efectiva a los requisitos procesales
que condicionan la viabilidad de los recursos. puesto
que la finalidad de la comparecencia prevista en el
arto 22 de la Ley de Proced'miento Laboral de 1980
es permitir el conocimiento por parte del órgano juris­
diccional de la presentación de un escrito en el Juzgado
de Guardia. y dicha finalidad quedo cumplídacon la lle­
gada del propio escrito en el mismo dia en que hubiera
debido tener lugar la comparecencia. que devino asi un
mero formalismo carente de utilidad.

. 4. Por providencia de 18 de julio de 1990. la Sec­
ción Segunda de ¡el Sala Primera de este Tribunal acordó
la inadmisión de la demanda por concumr el supuesto
prevIsto en el arto 50.1 c) de la Ley Orgánica del Tribunal.
Acuerdo que fue dejado sin efecto por Auto de 5 de
octubre siguiente. al ser estimado el recurso de súplica
inter;Juesto por el Ministerio Fiscal. admitiéndose a trá­
mite e! al1lparo V de conformidad con el arto 51.1 LOTC
se libró el oportuno requerimiento a los órganos juris­
diccionales a fin de que fueran remitidas las actuaciones
V se emplazase a quienes hubieran sido parte en el pro­
ceso judicial. a excepción de la propia recurrente en
amparo.

5. Con fecha 1 7 de octubre lue remitido por la Sala
de lo SocJal del Tribunal Superior de Justicia de Madrid
el testimonio de las actuaciones. Meaiante escrito pre­
sentado el 7 de noviembre de 1990 «La P"pelera Espa­
fola, Sociedad Anónima., se personó en el recurso por
medio del Procurador señor Morales Price. asistido del
letrado don José Maria Ortuzar Ortega.

6. Por providencia de fecha 19 de nOVIembre
de 1990 la SeccIón acordó tener por reCIbidas las actua­
CIOnes. acusando recibo de las mismas. V por personado
Y' pane al Procurador señor Morales Price. en nombre
de .la Pape!era Española. Soc'edad Anónima». así como
dar vista de t«!as las actuacíooes por UfI p'azo comun
de vemte dlas al MinisteriO fIscal y a los PrCc'-!f2ílores
señore~ Hun~do Pérez y Morales Price pdra qU<l dentro
de nIcho té.-minc pudier:.n presentar alegaciones.

1. Mediante escrito de 11 de diciembre de 1990.
QL'e tuvo entrada el 14 de diCIembre siguiente, el F!sc.al
ante 9; Tdbunal Constituc;ona' evacua ei tr2m,te con­
ferido_ med,ante escrito en el quesolic~ta la concesión
del amparo. puesto que la co·npareccncia pr",,;sta en

el arto 22 de la -Ley de Procedimiento Laboral no tiene
otra finalidad para avisar al Juzgado para que no inicie
otras actuaciones incompatibles con la existencia del
escrito presentado por la parte. y alega la doctrina cone
tenida en la $lC 129/1990.

8. El mismo 11 de diciembre de 1990 la Procu­
radora doña Elisa Hurtado Pérez formula en nombre del
demandante de amparo escrito de alegaciones en el que
pone de manifiesto la necesidad de interpretar los reqUI­
sitos de admisión de los recursos en el sentido más
favorable para la efectividad del derecho fundamental
a obtener tutela judicial efectiva; la subsanabílidad de
los defectos procesales cuando no tengan su origen en
un comportamiento maliCIOSO de la parte que incumá
en él y no se lesionen los intereses legitimas de otros
intervinlentes en el recurso. y finalmente. la neces'lria
proporcionalidad entre el requisito procesal. la carga que
lleve unida su incumplimiento y el fin pretendido por
el requisito en cuestión. Sólo una interpretación literal
y formalista pudo llevar al Tribunal Superior a inadmitir
el recurso máxime cuando el órgano judicial de instancia
había considerado subsanable el posible defecto.

S. El Procurador señor Morales Príce en nombre de
La Papelera Española presentó. con fecha 11 de diciem­
bre de 1990 su eserit" ne alegaciones en el que señal:a
q:Ja no se ha privado a la demandante de amparo de
acceder a los recursos. cuyo acceso ha temdo abierto,
y r.o se le ha privado de tutela efectiva al limitarse e
aplicar detuminados rec,uisitos para la viabillídad de;
recurso. e invoca 1<'. doctrina contenida. la STC
185/1987. puesto que el posible obstáculo procesal no
es insalvable ni una pura formalidad sin sentido.

10. Por providenCia de 26 de marzo de 1993 se
acordó señalar para la deliberación y votación de esta
Sentencia el día;¿9 del mismo mes vaño.

11. Fundamentos jurídicos

1. Se Interpone el presente recurso de amparo COf1..

trala Sentencia dictada por la Sala de lo Social del Tri­
buna! Superio; de Justicia de Madrid de 26 de marzo
de 1990. que estimó inadmisll:¡le el recurso por haber
SIdo presentado el escrito de preparación en el Juzgado
de Guardia el último dia de plazo.. sin que dentro del
día siguiente se hubiera efectuado la comparecencia que
ordena el arto 22 de la Ley de Procedimie'lto Laboral.
por más que el escrito en cuestión hubiera tenldv entrada
en el Juzgado al que iba destinado de,,:ra del plax{
previsto para tal comparecencia

Alega ,1 demandante de ampa ro qu e tal dedsjó!: vul·
nera su oerecho fundamenta! a obtene¡ tutela JudiCIal
efectiva sin que se produzca indefens,ó:1. Según e! cri­
teno del recurrente. Que hace suyo el Ministerio Fiscal.
la comparece'lcia oel art 22 de la Ley de Procedimiento
Laboral. Texto Refundid') aprobado por Real Decreto
legislatiVO 1568/1980. de 13 de Junio. tiene como fina­
lidad poner en conocimiento del JU:!gado (Magistratura
de TrabaJo entonce,) la eXistencia del escrito v su pre­
sentación ell el Juzgado de Gu'if1lia. para evitar. en tanto
el escrito llega a su destino. actuaciones procesales Que
pudieran resultar inút~es o contraproducentes. Como la
finalidad querida por la norma procesal se cumplió con
la llegada del mismo escnto. la Gompareceoc!a resultaba
ya una pura formalidad cuya exogencia rigu rosa verlo
InjUstificadamente el acceso al recursc

2. El derecho a la tut(l~a iUCJ¡CIJT :;f'c?(':i\~; rec '00';:';(.0
por ai arto 24,1 CE Ciu~ja gari.tntlZi:.1GO o"':;ciante l,.;t1:

reso,ucjón judróaf que. aunque ¡nadmi~3 e,l- r :cur3-o. tenga
su fundamento en una aplicaCIón e l:nterJ;(etac~ón furl'
dadas de f¡~ norma 3 cuyo cumphmrento se cnndiciofh.l
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el mismo ejercicio del recurso (STC 110/1992), pues
la inadmisión no debe entenderse como una sanción
a la parte que incurre en un defecto formal. sino como
una garantía y un medio de preservación de la integridad
objetiva del ordenamiento y del derecho a la tutela
de la contraparte (SSTC 105/1989, 165/1989
Y 247/1991, entre otras). Ciertamente, además, en cuan­
to a los efectos del incumplimiento de requisitos formales
en los procesos, este Tribunal ha sostenido que la con­
secuencia derivada del incumplimiento ha de ser pro­
porcionada a la gravedad del mismo, puesto que las
exigencias de forma tienen sentido, no por sí mismas,
sino en atención a la finalidad que con ellas se pretende
conseguir (STC 124/1987).

3. El art. 22 de la Ley de Procedimiento Laboral
de 1980 ha dado lugar a una larga serie de pronun­
ciamientos del Tribunal en orden a conciliar las exigen­
cias procesales de dicho precepto con el derecho fun­
damental a obtener tutela judicial efectiva que reconoce
el arto 24.1 de nuestra Constitución. Aun admitiendo
la posible constitucionalidad del precepto (SSTC
185/1987 y 210/1989), que no pone en duda en este
caso tampoco la recurrente, la finalidad de la compa­
recencia que exige no puede ser otra que poner en cono­
cimiento del Tribunal o Juzgado que se ha presentado
un escrito en el último día de un plazo -«escrito de
término» en la expresión forense usual- ante el Juzgado
de Guardia, para evitar demoras y trámites innecesarios
en un proceso que se caracteriza por la celeridad como
es el laboral (SSTC 3/1986, 129/1990, 185/1987
Y 175/1988).

La razón del precepto legal se susténta, más que en
la integridad del procedimiento, en la regularidad del
funcionamiento de los órganos jurisdiccionales, y para
ello se impone a las partes una obligación de actividad
como carga procesal cuya inobservancia determina la
ineficacia de la presentación. Ante una eventual demora
en la remisión del escrito por parte del Juzgado de Guar­
cia o en su recepción por el órgano jurisdiccional de
destino, el precepto obliga a la parte presentante del
escrito a desarrollar lo que en propiedad debería ser
un acto de comunicación entre dos órganos jurisdiccio­
nales. Por otra parte la comparecencia exigida es una
formalidad posterior a la presentación del escrito que
se pretende tenga naturaleza constitutiva de su eficacia
en el proceso. No se trata sin embargo, de una per­
sonación ante otro órgano de diferente grado u orden
jurisdiccional, para iniciar otro procedimiento o una nue­
va fase del anterior proceso, sino de la presentación
de un escrito ante el órgano jurisdiccional objetiva y
territorialmente competente, si bien, por medio de la
oficina judicial que, aunque formalmente pueda aparecer
distinta, por Ley le corresponde recibir el escrito para
su remisión al Juez competente.

4. No se escapa a la consideración del Tribunal que
ciertas prácticas procesales han venido tradicionalmente
admitiendo la colaboración de las partes en el desarrollo
de algunos actos de comunicación y colaboración entre
órganos jurisdiccionales, como recurso para agilizar la
tramitación y subsanar así determinadas carencias
estructurales de la Administración de Justicia. Pero al
margen de tales prácticas de su dudosa ortodoxia pro­
cesal. no puede admitirse como principio que, para ase­
gurar el funcionamiento normal y ágil de la relación de
oficio entre distintos órganos del Poder Judicial, se
recurra a imponer formalmente a las partes obligaciones
que no les corresponde asumir, y menos aún bajo la
desproprocionada carga de la caducidad. La obligación
contenida en el arto 22 de la Ley de Procedimiento Labo­
ral de 1980 ele comparecer ante un órgano jurisdiccional
exclusivamente para anunciar :a inminente llegada de

un escrito, presentado ante el Juzgado de Guardia, no
pueda por ello erigirse en un obstáculo insalvable para
acceder al proceso.

5. Así es como este Tribunal ha tenido que recordar
que no se puede «aplicar de forma inflexible una norma
de finalidad poco clara» (SSTC 175/1988, 83/1991)
puesto que los Juzgados y Tribunales de lo Social, en
un sistema de unidad jurisdiccional como el que con­
sagra nuestro ordenamiento constitucional (art. 117,
núm. 5, C.E.) no pueden ser considerados como una
jurisdicción especial (SSTC 175/1988, 83/1991, cita­
das) sino, antes al contrario, constituyen órganos juris­
diccionales ordinarios, pertenecientes al Poder Judicial.
De aquí que, en supuestos de hecho próximos al pre­
senté, el Tribunal haya estimado que, aunque la formal
comparecencia exigida por el precepto no se hubiera
realizado, esa formalidad pudo ser sustituida eficazmente
por la llegada del escrito al Juzgado dentro de ese mismo
plazo (STC 109/1991), Asimismo, hemos declarado que
si el escrito de recurso ilegó al Juzgado de destino, y
por tanto a conocimiento del Magistrado, en el mismo
día en que debía haberse efectuado la comparecencia,
el trámite resulta absolutam'ente redundante y superfluo
desde el punto de vista de su finalidad (STC 129/1990),
puesto que el posible defe'cto o carencia procesal es
subsanable (STC 3/1986) y de hecho ha de considerarse
subsanado por el Juzgado al que el escrito estaba des­
tinado (STC 3/1986 citada) razón por la cual. la apli­
cación del precepto legal en cuestión no puede llevar
a consecuencias desproporcionadas contraria a la fina­
lidad de la norma (SSTC 3/1986, 175/1988, 113/1990
y 109/1991),

6. Las consideraciones que anteceden han de llevar
necesariamente a la concesión del amparo solicitado,
ya que la interpretación seguida por el órgano jurisdic­
cional en la resolución recurrida fue notoriamente rigo­
rista y desproprocionada respecto de la finalidad de la
norma. Ha de tenerse en cuenta que una obligación pro­
cesal como la que se pretende derivar del precepto en
cuestión ha de adaptarse a la concepción constitucional
de una jurisdicción orientada a pr0porcionar a los ciu­
dadanos tutela judicial efectiva (arts, 117.1 y 24.1 C.E.)
y basada en el principio de unidad jurisdiccional
(art. 117.5 C.E.). No se puede hacer recaer sobre los
usuarios de la Justicia la carga de subsanar un posible
funcionamiento anormal de la oficina judicial, cuando
la previsión constitucional es precisamente la inversa
(art. 121 C.E.). En el supuesto presente no se trata de
una actividad de colaboración con los Juzgados y Tri­
bunales en el curso del proceso (art. 118 c.E.), sino
de asumir una actividad como la de la inmediata y rápida
comunicación entre órganos jurisdiccionales, que corres­
ponde primordialmente a la oficina judicial y no a los
ciudadanos. Una vez establecido por la norma procesal
un medio de presentación de escritos de postulación,
son los órganos jurisdiccionales quienes han de proveer
lo necesario para otorgar el rápido curso de tales escritos
y asegurar así su llegada al órgano funcionalmente com­
petente. Por otra parte, el precepto en cuestión ha sido
sustituido por otro de muy diferente redacción en la
actual Ley de Procedimiento Laboral (art. 45.1 del Texto
Articulado aprobado por Real Decreto Legislativo
521/1990, de 27 de abril) cuya viabilidad constitucional
e interpretación no es momento de examinar; lo que
importa señalar ahora es que sustituye la comparecencia
formal por un genérico deber de aviso o dejación de
constancia «por el medio de comunicación más rápido»
al órgano jurisdiccional de destino, ya sin la carga pro­
cesal de ineficacia del acto de presentación que esta­
blecía el art. 22 de la Ley anterior.
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Por tales razones hemos de concluir en que la Sen­
tencia recurrida lesionó el derecho fundamental a obte­
ner tutela judicial efectiva sin indefensión que reconoce
el art. 24.1 de la Constitución. al haber impedido injus­
tificadamente el acceso a un recurso legalmente esta­
blecido.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Estimar el amparo interpusto por don Fernando Maga­
riñas Munar y. en consecuencia:

1.0 Declarar la nulidad de la Sentencia de 26 de
marzo de 1990. dictada por la Sala de lo Social del
Tribunal Superior de Justicia de Madrid.

2.° Restablecer al recurrente en su derecho a la tute­
la judicial efectiva.

3.° Retrotraer las actuaciones al momento inmedia­
tamente anterior al de dictarse la resolución citada. a
fin de que por el Tribunal se dicte nueva Sentencia en
la que. teniendo por presentado el escrito de preparación
del recurso dentro del plazo. deberá entrar a resolver
sobre las restantes cuestiones planteadas por las partes
en el recurso.

Publífluese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a veintinueve de marzo de mil nove­
cientos noventa y tres.-Miguel Rodrrguez Piñero y Bra­
vo-Ferrer.-Fernando García Mon y González Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villa­
lón.-Firmado y rubricado.

11337 Sala Primera. Sentencia 116/1993. de 29 de
marzo. Recurso de amparo 1.759/1990. Con­
tra Sentencia de la Sala Tercera del Tribunal
Supremo. así como contra las Resoluciones
de la Dirección General de Policía y la Sub­
secretaría del Ministerio del Interior, respec­
tivamente. que dispusieron la expulsión del
recurrente del territorio nacional. Vulneración
del princi{1io de legalidad: sanción sin cober­
tura legal.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer. Pre­
sidente; don Fernando García-Mon y González-Regueral.
don Carlos de la Vega Benayas. don Vicente Gimeno
Sendra. don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz Villalón. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.759/90. interpuesto
por don Patrick Octave Eugene Cerezo. representado por
la Procuradora de los Tribunales doña María Rodríguez
Puyol y asistido por el Letrado don David Moner Codina.
contra la Sentencia de la Sala Tercera del Tribunal Supre-

mo.- de 19 de mayo de 1990. así como contra las Reso­
luciones. de 6 de julio de 1984 y 3 de enero de 1985.
de la Dirección General de la Policía y la Subsecretaría
del Ministerio del Interior. respectivamente. que dispu­
sieron su expulsión del territorio español. Han sido partes
en el proceso el Abogado del Estado y el Ministerio Fiscal
y Ponente el Magistrado don Vicente Gimeno Sendra.
quien expresa el parecer de la Sala.

l. Antecedentes

1. Por escrito que tuvo entrada en este Tribunal el
10 de julio de 1990. la Procuradora de los Tribunales
doña María Rodríguez Puyol. en nombre y representación
de don Patrick Octave Eugene Cerezo. interpuso recurso
de amparo contra la Sentencia de la Sala Tercera del
Tribunal Supremo. de 19 de mayo de 1990. y contra
las Resoluciones, de 6 de julio de 1984 y de 3 de enero
de 1985, de la Dirección General de la Policía y de la
Subsecretaría. respectivamente, que dieron lugar a la
expulsión del actor del territorio español.

En la demanda de amparo se solicita que se declare
la nulidad de las Resoluciones administrativas, así como
de las Sentencias de la Audiencia Territorial de Barcelona
y del Tribunal Supremo que las confirmaron, y que se
condene al Ministerio del Interior a satisfacer al actor
la suma de 17.000.000 de pesetas por los daños y per­
juicios causados.

2. La demanda de amparo se basa en los siguientes
hechos:

a) Por Resolución de 6 de julio de 1984, la Dirección
General de la Policía acordó la expulsión de don Patrick
Octave Eugene Cerezo del territorio nacional. con pro­
hibición de entrada en el mismo por dos años.

b) Contra la mencionada Resolución el actor inter­
puso recurso de alzada que fue desestimado por Reso­
lución de la Subsecretaría del Ministerio del Interior de
3 de enero de 1985.

c) Contra esta Resolución interpuso el actor recurso
de reposición y contra su desestimación por silencio
interpuso recurso contencioso-administrativo que fue
desestimado por la Sentencia de la Audiencia Territorial
de Barcelona, de 5 de julio de 1988. Contra esta Sen­
tencia interpuso finalmente recurso de apelación que
fue desestimado por la Sala Tercera el Tribunal Supremo
en Sentencia de 19 de mayo de 1990.

3. El demandante de amparo fundamenta su recur­
so en la vulneración de los derechos fundamentales a
la libre circulación y residencia en España (art. 19 C.E.).
a la tipicidad de las sanciones (art. 25.1 C.E.) y a las
garantías de defensa en el expediente administrativo de
expulsión (art. 24 C.E.).

a) En primer lugar argumenta el recurrente que la
expulsión del territorio nacional vulnera la libertad de
circulación y residencia garantizada a los extranjeros en
la Constitución Española (arts. 13 y 19) Y en la Decla­
ración Universal de Derechos Humanos (art. 13). La Reso­
lución administrativa que acordó su expulsión del
territorio nacional lesiona su derecho a la libertad de
circulación y residencia por cuanto carecía de motiva­
ción. Ni en el Acta de expulsión ni en las sucesivas deses­
timaciones de los recursos administrativos se le han dado
a conocer las razones en que se fundamenta su expul­
sión.

b) En segundo lugar el demandante de amparo ale­
ga que el expediente sancionador se ha tramitado sin
seguir el procedimiento establecido por la Ley y sin darle
audiencia y vista del mismo. con la consiguiente vul­
"eración de las garantías del art. 24 CE


